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Bolivia (Nivel 2)


El Gobierno de Bolivia no cumple plenamente con las normas mínimas para la 
eliminación de la trata, pero está realizando importantes esfuerzos para lograrlo.  
El gobierno demostró en general esfuerzos crecientes en comparación con el 
período del informe anterior, considerando el impacto de la pandemia de 
COVID-19 sobre su capacidad de lucha contra la trata; por lo tanto, Bolivia 
permaneció en el Nivel 2.  Estos esfuerzos incluyeron condenar a dos funcionarios 
cómplices a siete años de prisión por su papel activo en un caso de trata iniciado en 
2016, enjuiciar a más tratantes, establecer fiscalías especializadas en los nueve 
departamentos y trabajar con organizaciones internacionales y de la sociedad civil 
para realizar campañas de prevención contra la trata.  Sin embargo, el gobierno no 
cumplió con los estándares mínimos en varias áreas clave.  Las autoridades 
informaron una disminución en el número de investigaciones, condenas y víctimas 
identificadas; no reportó el número de víctimas remitidas a los servicios de 
asistencia. Además, el Ministerio de Trabajo (MDT) redujo el número de 
inspectores laborales y no realizó ninguna investigación sobre casos de trabajo 
forzoso.


RECOMENDACIONES PRIORIZADAS:


Investigar, enjuiciar y condenar tratantes, incluyendo perpetradores de trata con 
fines laborales. • Identificar a víctimas de trata, incluyendo víctimas de trabajo 
forzoso y delincuencia, y remitirlas a los servicios de asistencia. • Financiar y 
colaborar con organizaciones de la sociedad civil para brindar servicios 
especializados a las víctimas de trata y aumentar la disponibilidad de servicios a 
nivel nacional. • Ampliar la capacitación de los funcionarios sobre el uso de 
protocolos establecidos para la identificación proactiva de víctimas de trata en 
poblaciones vulnerables y para la derivación de víctimas a servicios de atención. • 
Finalizar, aprobar y financiar el Plan de Acción Nacional 2021-2025. • Aumentar el 
número de inspectores laborales especializados y capacitar a todos los inspectores 
laborales en la identificación de víctimas y la derivación para procesamiento penal 
de casos de trabajo forzoso. • Desarrollar e implementar un sistema centralizado de 
recopilación de datos sobre trata para reconciliar los datos duplicados almacenados 
en diferentes sistemas. • Examinar a migrantes venezolanos desplazados en busca 
de indicadores de trata, incluyendo individuos en actividades de sexo comercial y 
aquellos que trabajan en sectores de alto riesgo. • Modificar la ley contra la trata de 
personas para garantizar que no se requiera una demostración de fuerza, fraude o 
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coacción para que un hecho constituya un delito de trata sexual infantil. • Instruir al 
personal del Ministerio de Salud para que evalúe a las poblaciones vulnerables en 
busca de indicadores de trata al realizar exámenes médicos. • Proporcionar 
intérpretes para ayudar a los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley que 
investigan casos de turismo sexual infantil en lugares turísticos populares. • 
Aumentar el tiempo que los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley 
prestan servicios en las unidades de lucha contra la trata para preservar el 
conocimiento institucional. • Acelerar la emisión de visas humanitarias para 
víctimas de trata. • Aumentar el conocimiento sobre la certificación “Triple Sello” 
entre las empresas con el fin de reducir la demanda de trabajo forzoso. • Capacitar 
a los funcionarios sobre la diferencia entre el tráfico de personas y la trata de 
personas. • Aplicar la ley contra la trata de personas de manera apolítica y no 
discriminatoria.


ENJUICIAMIENTO


El gobierno mantuvo los esfuerzos de cumplimiento de la ley.  La Ley 263 de 
2012, Ley Integral contra la Trata y Tráfico de Personas, tipificó como delito la 
trata laboral y algunas formas de trata sexual mediante enmiendas al Código Penal 
de Bolivia y dispuso penas de 10 a 15 años de prisión para la trata de adultos y de 
15 a 20 años de prisión para la trata de niños. Estas penas fueron lo 
suficientemente estrictas y, con respecto a la trata con fines sexuales, equivalentes 
a las penas por otros delitos graves, como la violación.  De manera discordante con 
la definición de trata bajo el derecho internacional, la definición de trata bajo el 
Artículo 281-bis requería una demostración de fuerza, fraude o coerción para 
constituir un delito de trata sexual infantil y por lo tanto no criminalizó todas las 
formas de trata sexual infantil.  El artículo 281-bis definió la trata de manera 
amplia para incluir la adopción ilegal sin fines de explotación, la venta de órganos 
y la investigación biomédica ilegal.  El artículo 321 del Código Penal tipificó como 
delito el proxenetismo mediante el uso de la fuerza, el fraude o la coacción y fue 
utilizado para enjuiciar delitos de trata con fines sexuales.  La ley prescribió penas 
de 10 a 15 años de prisión para los delitos que afectaban a adultos, de 12 a 18 años 
de prisión para los delitos que afectaban a niños de 14 a 18 años y de 15 a 20 años 
de prisión para los delitos que afectaban a niños menores de 14 años, que fueron lo 
suficientemente estrictas y equivalentes a las penas dispuestas para otros delitos 
graves, como la violación.  El artículo 321 no requería una demostración de fuerza, 
fraude o coacción para las víctimas menores de 14 años, pero sí requería una 
demostración de dichos medios para delitos que afectaban a menores entre 14 y 17 
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años.  Además, el artículo 322 tipificó como delito la compra de sexo con un 
menor y estableció penas de prisión de ocho a 12 años para los delitos que 
afectaban a víctimas de 14 a 17 años de edad.  Las penas aumentaban en un tercio 
por delitos relacionados con niños menores de 14 años.  Si bien el Código Penal 
incluyó delitos penales separados para la trata de personas y el tráfico ilícito de 
migrantes, un solo organismo gubernamental fue responsable de combatir ambos 
delitos, y ese organismo a menudo combinó los dos delitos en su recolección de 
datos y en su respuesta a perpetradores y posibles víctimas de la trata.


En noviembre de 2020, asumió una nueva administración de gobierno y la rotación 
masiva de personal en las instituciones gubernamentales provocó lagunas de 
información y de esfuerzos, incluyendo en el combate contra la trata de personas.  
Las autoridades gubernamentales reportaron nueva información detallada sobre los 
esfuerzos de aplicación de la ley que no se habían proporcionado en años 
anteriores, lo que dificultó hacer una comparación adecuada con el último período 
del informe.  Es probable que los datos disponibles estén duplicados o sean 
contradictorios, ya que ninguna agencia es responsable de mantener protección 
integral ni datos sobre aplicación de la ley.  Las medidas de mitigación de la 
pandemia ralentizaron las investigaciones sobre la trata debido a cierres judiciales 
de varias semanas y la reasignación de parte del personal de las fuerzas del orden a 
actividades distintas a las de trata.  La Policía Boliviana investigó 39 nuevos casos 
de trata (14 por trata sexual y 25 por trabajo forzoso) y autoridades 
departamentales arrestaron a 48 sospechosos de trata y delitos relacionados con la 
trata (28 en La Paz y 20 en Santa Cruz).  El Ministerio Público remitió 83 casos 
potenciales de trata (33 por trata sexual y 50 por trabajo forzoso) al Ministerio de 
Justicia y reportó 32 enjuiciamientos (14 por trata sexual, 17 por trata laboral y 
cuatro por otras formas de servidumbre), en comparación con 55 casos procesados 
en 2018, el último año para el cual había datos disponibles.  Las autoridades 
indicaron que hubo 115 tratantes encarcelados en 2020 por trata o delitos 
relacionados con la trata, de los cuales dos recibieron una sentencia final.  Además, 
las autoridades informaron a una organización internacional que habían condenado 
a 11 tratantes (en comparación con cinco en 2019 y dos en 2018), pero las 
autoridades no proporcionaron información sobre las sentencias impuestas a los 
traficantes en 2020.  Observadores continuaron indicando que la gran mayoría de 
los sospechosos arrestados, incluidos los tratantes, cumplían privación de libertad 
en prisión preventiva sin recibir una sentencia definitiva y, a menudo, eludían la 
justicia pagando sobornos a funcionarios corruptos para evitar su enjuiciamiento. 
Retrasos generalizados en el poder judicial, insuficientes recursos y personal y una 
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capacitación inadecuada de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley 
obstaculizaron los esfuerzos para implementar la aplicación de la ley.  Los 
funcionarios informaron que para fines de 2020, los tribunales habían recibido 600 
casos de trata y habían rechazado 524 de los casos recibidos. Una inadecuada 
comprensión del delito de trata de personas por parte de las autoridades judiciales 
probablemente condujo a la desestimación prematura de los casos.  En septiembre 
de 2020, el Fiscal General anunció la creación de fiscalías especializadas a nivel 
departamental centradas en casos de trata y tráfico de personas.  Las nuevas 
oficinas brindaron capacitación y cursos especializados para fiscales y funcionarios 
públicos que participan en la lucha contra la trata.  En coordinación con una 
organización internacional, las autoridades capacitaron a 48 nuevos fiscales 
especializados en delitos de trata.


La corrupción y la complicidad oficial en los delitos de trata continuaron siendo 
preocupaciones importantes, lo que inhibió las acciones de aplicación de la ley 
durante el año.  El gobierno no informó haber investigado, enjuiciado ni 
condenado ningún caso nuevo de complicidad oficial.  En agosto de 2020, el 
gobierno de transición abrió una investigación contra el expresidente por delitos de 
trata; sin embargo, las acusaciones no pueden considerarse trata de acuerdo con el 
derecho internacional.  Las autoridades abusaron de los recursos de las fuerzas de 
aplicación de la ley para enjuiciar a personas por cargos de trata por motivos 
políticos, poniendo en entredicho la veracidad de los datos contra la trata 
reportados por el gobierno.  En 2020, los tribunales condenaron a dos policías de 
bajo rango a siete años de prisión por su participación activa en un caso de trata 
sexual de 2016 que incluyó a varias mujeres y niñas en dos clubes nocturnos de La 
Paz.


En coordinación con una organización internacional, el gobierno dirigió una serie 
de sesiones de capacitación virtual para más de 290 funcionarios de nivel 
departamental y nacional sobre el enjuiciamiento de tratantes, incluyendo técnicas 
de investigación especializadas, reconocimiento de las tendencias emergentes en 
delitos de trata en línea, e identificación de víctimas; las sesiones de capacitación 
también incluyeron esfuerzos de prevención y protección de las víctimas. En 
coordinación con la sociedad civil, las autoridades también capacitaron a 83 
investigadores policiales y funcionarios de la división de lucha contra la trata de 
personas de cada departamento en investigaciones centradas en las víctimas, 
identificación de víctimas, habilidades de intervención y tácticas de reclutamiento 
utilizadas por los tratantes.  La unidad de lucha contra la trata de personas de la 
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Policía Departamental de La Paz tuvo 18 investigadores policiales y las unidades 
de lucha contra la trata de otros departamentos tuvieron de tres a cinco 
investigadores.  Los oficiales de policía rotaron a nuevos puestos cada tres meses o 
hasta un año, lo que dio por resultado una pérdida cíclica de conocimiento 
institucional e impidió la especialización en la investigación de delitos de trata. 
Organizaciones de la sociedad civil indicaron que las autoridades gubernamentales 
coordinaron con los gobiernos de Paraguay y Perú casos de víctimas de esos países 
identificadas en Bolivia. 


PROTECCIÓN


El gobierno mantuvo los esfuerzos de protección.  En 2020, funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley informaron haber identificado a 300 víctimas 
(292 ciudadanos bolivianos, cuatro haitianos, un colombiano, un chino y un 
venezolano), en comparación con las 422 víctimas identificadas en 2019.  Las 
autoridades tenían un manual de identificación de víctimas para el cumplimiento 
de la ley y un mecanismo de referencia para la identificación de víctimas.  Sin 
embargo, según los funcionarios, las restricciones relacionadas con la pandemia 
afectaron gravemente su capacidad para identificar a las víctimas de manera 
proactiva.  El marco legal con superposiciones del gobierno y la forma en que se 
entienden la trata de personas y los delitos relacionados limitaron los esfuerzos de 
identificación de las víctimas.  Las autoridades confundieron la trata de personas 
con otros delitos, como la pornografía infantil, la explotación laboral en general, el 
abuso sexual y el tráfico de migrantes, lo que obstaculizó su capacidad para 
identificar a las víctimas de trata.  Las autoridades del Ministerio de Salud no 
recibieron capacitación sobre la identificación de víctimas y no evaluaron los 
indicadores de trata a pesar de administrar periódicamente exámenes médicos a 
personas en actividades de sexo comercial, una población vulnerable a la trata con 
fines sexuales.


El gobierno no informó a cuántas víctimas remitió a los servicios de asistencia 
durante el período del informe.  Hubo seis albergues de usos múltiples para 
víctimas de violencia doméstica y otros delitos que podían aceptar a niños y 
mujeres víctimas de trata, cada uno de los cuales, según se informa, no contó con 
fondos suficientes.  Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley a menudo 
no pudieron garantizar un alojamiento seguro para las víctimas de trata, 
especialmente en departamentos sin instalaciones de usos múltiples.  El gobierno 
confió en organizaciones privadas, grupos religiosos, donantes extranjeros y ONG 
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para financiar y brindar servicios a las víctimas; en algunos casos, los agentes de 
policía dieron dinero a las víctimas para pagar habitaciones de hotel con el fin de 
pasar la noche con la esperanza de que las víctimas pudieran buscar un mayor 
apoyo de las autoridades gubernamentales locales o volver a ponerse en contacto 
con sus familiares.  El gobierno no brindó ningún servicio especializado a las 
víctimas masculinas adultas, pero pudo brindar asistencia básica en los albergues 
para migrantes. Las autoridades pudieron remitir a las víctimas masculinas de trata 
menores de edad a ONG, albergues privados y organizaciones religiosas para 
obtener ayuda.


Las víctimas extranjeras que ayudaron en el caso contra sus tratantes pudieron 
recibir una visa humanitaria, pero el proceso a menudo requería años y las víctimas 
no podían trabajar durante ese tiempo.  Si bien las autoridades no informaron sobre 
cuántas víctimas de trata recibieron visas humanitarias, las ONG informaron que 
las autoridades trataron a las víctimas extranjeras de trata de manera justa, 
siguiendo los estándares legales, y los funcionarios gubernamentales trabajaron 
con sus contrapartes extranjeras para facilitar la repatriación de manera oportuna 
cuando las víctimas buscaron ese recurso.  El gobierno tenía un protocolo para la 
repatriación de víctimas identificadas en el exterior y, en 2020, las autoridades 
informaron haber repatriado y brindado asistencia consular a dos víctimas, en 
comparación con 22 víctimas en 2019 y 20 en 2018.  El gobierno permitió el uso 
de cámaras Gesell en todos los departamentos y, en lugar de testificar en persona, 
las víctimas pudieron proporcionar un testimonio grabado o presentar una 
declaración por escrito al tribunal.  El gobierno no informó haber usado estas 
disposiciones para alentar a las víctimas a cooperar en el caso judicial contra sus 
traficantes.  Según la ley boliviana, las víctimas y sus fiscales pueden solicitar la 
restitución por daños y perjuicios al juez de sentencia.  Cuando las víctimas no 
participaron en el caso contra sus tratantes, ellas o sus fiscales aun así pudieron 
presentar reclamos de restitución dentro de los tres meses posteriores a la 
sentencia.  El gobierno no informó si alguna víctima o fiscal buscó restitución en 
casos de trata.  Las autoridades no informaron sobre la penalización de víctimas 
por delitos que sus traficantes les obligaron a cometer.


PREVENCIÓN


El gobierno mantuvo los esfuerzos de prevención.  El Consejo Plurinacional contra 
la Trata y Tráfico de Personas, presidido por el Ministerio de Justicia, fue 
responsable de coordinar los esfuerzos contra la trata de personas a nivel nacional. 



-  -
7

Dos unidades dependientes de ministerios se encargaron de coordinar los esfuerzos 
contra la trata a nivel técnico.  Observadores señalaron una falta de coordinación 
interinstitucional, en parte debido a la superposición de mandatos.  Las autoridades 
utilizaron el Plan de Acción Nacional (PAN) 2016-2020 y, con el apoyo de una 
organización internacional, comenzaron a desarrollar el PAN 2021-2025; el nuevo 
PAN estaba incompleto hasta final del período de este informe.  Las autoridades no 
informaron haber realizado ningún progreso en 2020 en el desarrollo de una base 
de datos consolidada de casos de trata que comenzó en 2018 con el apoyo de una 
organización internacional.


El gobierno tenía un registro a nivel del gobierno central que requería que todas las 
agencias de empleo se inscribieran y proporcionaran al Ministerio de Trabajo 
(MDT) todos los registros de contratación y colocación laboral.  Las autoridades 
no informaron cuántas solicitudes revisó u observó el MDT por preocupaciones de 
trata, en comparación con las 42 solicitudes revisadas en 2019, cuando las 
autoridades otorgaron cinco permisos y denegaron 37 solicitudes.  Si bien las 
autoridades no denegaron todas las solicitudes debido a preocupaciones de trata, 
informaron que una de las principales consideraciones al tomar una decisión final 
para la aprobación fue la posibilidad de estar limitando las oportunidades de 
empleo que a su vez aumentaban la vulnerabilidad a la trata.  Los funcionarios del 
MDT informaron que las medidas de mitigación de la pandemia afectaron 
severamente su capacidad para realizar inspecciones laborales.  Para octubre de 
2020, los inspectores del trabajo informaron un promedio de 20 inspecciones 
generales por semana.  Los recortes presupuestarios también redujeron el número 
de inspectores a 71, en comparación con 102 inspectores en 2019.  Los 
funcionarios indicaron que los 71 inspectores fueron capacitados para identificar 
casos de trabajo forzoso, pero no informaron sobre la identificación de víctimas 
durante el período del informe.  El gobierno no informó haber proporcionado 
capacitación adicional sobre trabajo forzoso durante el período que abarca este 
informe.  Las autoridades no informaron haber realizado inspecciones sobre trabajo 
forzoso, en comparación con 145 inspecciones en áreas con alta prevalencia de 
trata realizadas en 2019.  Las autoridades del área metropolitana de La Paz 
lanzaron una nueva línea telefónica directa para que ciudadanos y víctimas 
denunciaran delitos de trata.  Sin embargo, las autoridades no informaron haber 
identificado a ninguna víctima ni haber iniciado investigaciones como resultado de 
las llamadas a la línea directa.
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Según funcionarios gubernamentales y organizaciones internacionales, la 
pandemia, la inestabilidad política que rodeó las elecciones generales y la 
transición del gobierno disminuyeron la frecuencia de las campañas de 
concienciación y educación financiadas por el gobierno.  Según informes, las 
autoridades adaptaron las campañas de prevención en curso a las plataformas en 
línea y se asociaron con organizaciones internacionales para ampliar el alcance de 
estas campañas.  En 2020, las autoridades se unieron a la campaña Corazón Azul y 
lanzaron un esfuerzo para concienciar al público sobre los delitos de trata 
utilizando plataformas digitales y cuentas de redes sociales de instituciones 
gubernamentales, la sociedad civil y empresas de telecomunicaciones, radio y 
televisión. Como parte de esta campaña, las autoridades colocaron carteles de 
concientización en las terminales de tránsito y ofrecieron capacitación a 
adolescentes y niños en edad escolar sobre formas de reconocer las tácticas de 
reclutamiento utilizadas por los tratantes en plataformas en línea.  El gobierno 
llevó a cabo una campaña de orientación sobre la trata de personas que llegó a 
7.300 estudiantes en 11 escuelas de Santa Cruz y, con el apoyo de una organización 
internacional, las oficinas de lucha contra la trata del departamento ofrecieron un 
foro público de sensibilización que llegó a aproximadamente 300 personas.  Los 
funcionarios del gobierno trabajaron con una ONG para distribuir videos cortos 
dirigidos a audiencias jóvenes enfocados en prevenir el reclutamiento para la trata, 
recibiendo 10.000 vistas.  El gobierno no hizo esfuerzos para reducir la demanda 
de actos sexuales comerciales.  El Instituto Boliviano de Normalización y Calidad, 
una agencia gubernamental semiautónoma, implementó un programa de 
certificación de “triple sello” para productores de azúcar cuyos productos finales 
estuvieron certificados como libres de trabajo infantil y forzado, lo que podría 
reducir la demanda de trabajo forzoso.  Los funcionarios no informaron cuántas 
nuevas empresas obtuvieron el sello en 2020.


PERFIL DE LA TRATA


Como se informó durante los últimos cinco años, los tratantes de personas explotan 
a víctimas nacionales y extranjeras en Bolivia y los tratantes explotan a víctimas 
bolivianas en el exterior.  Los tratantes explotan a adultos y niños bolivianos en 
trata sexual y trabajo forzoso dentro y fuera del país.  En menor medida, los 
tratantes explotaron a mujeres de países vecinos, incluidos Brasil, Colombia y 
Paraguay, en trata con fines sexuales en Bolivia.  Los tratantes explotan a un 
número cada vez mayor de víctimas venezolanas en trata sexual y trabajo forzoso 
dentro del país.  Los tratantes someten a algunos migrantes de África, Chile y el 



-  -
9

Caribe que viajan hacia o a través de Bolivia en trata sexual y trabajo forzoso.  Los 
tratantes explotaron a niños y niñas en actividades de turismo sexual en 
comunidades rurales indígenas del norte del departamento de La Paz, en la ciudad 
de Rurrenabaque y sus alrededores, y en zonas turísticas de los departamentos de 
La Paz y Beni, haciendo abiertamente publicidad dirigida a turistas de idioma 
hebreo y árabe.  Los ciudadanos bolivianos de áreas rurales y pobres, la mayoría de 
los cuales son indígenas y los jóvenes LGBTQI+ están particularmente en riesgo 
de ser víctimas de trata de personas con fines sexuales y laborales.  Mujeres y 
niñas bolivianas son explotadas en trata sexual dentro de Bolivia y países vecinos 
como Argentina, Brasil, Chile, Panamá y Perú.  Dentro del país, los tratantes 
explotan a adultos y niños bolivianos para trabajos forzados en el trabajo 
doméstico, la minería, la ganadería y la agricultura.  La delincuencia forzada sigue 
siendo un problema; medios de comunicación informaron de casos de niños 
obligados a cometer delitos, como robo y producción de drogas, y otros fueron 
explotados en la mendicidad forzada.  En 2019, tratantes forzaron a una víctima 
boliviana a la delincuencia al obligarla a contrabandear drogas a Malasia.  Los 
tratantes explotan a muchos bolivianos en trabajos forzados en Argentina, Brasil y 
Chile en talleres clandestinos, agricultura, fabricación de ladrillos, trabajo 
doméstico, fábricas de artículos textiles y en el sector informal.  Los tratantes 
continuaron utilizando las redes sociales como la principal herramienta de 
contratación, atrayendo a personas vulnerables con oportunidades de empleo 
fraudulentas y luego explotándolas en trabajos forzados o trata sexual.  
Organizaciones de la sociedad civil observaron un patrón de explotación en el que 
víctimas mayores de trata se convirtieron en reclutadoras de víctimas más jóvenes.



